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ASUNTO: 
Leyes que Permiten Actividades Económicas de ONGs 

El Centro Internacional para Leyes Sin Fines de Lucro (“ICNL”) está complacido de tener esta oportunidad de brindar información sobre la medida en que las asociaciones, fundaciones y otras organizaciones no gubernamentales (“ONGs”) deberían estar permitidas a realizar actividades económicas. 

ICNL es una organización internacional que trabaja a nivel mundial para fortalecer el marco legal para las ONGs.  Hemos brindado asistencia en proyectos de reforma de leyes de ONGs en más de noventa países. ICNL ha trabajado con PNUD, ACNUR, el Consejo de Europa, y otras instituciones multilaterales en reforma a leyes de ONGs.  ICNL también se asoció con el Instituto Sociedad Abierta para publicar las “Directrices para Leyes que Afectan a las Organizaciones Cívicas.”  Esperamos que los siguientes comentarios sean útiles, y estamos preparados para brindar mayor información si ésta fuera requerida.

ICNL ha descubierto que las preocupaciones respecto a permitir que las ONGs realicen actividades económicas por lo general derivan de varios malos entendidos: incapacidad de apreciar plenamente los beneficios que se pueden obtener de permitir dicha actividad; una falta de entendimiento del papel que los reglamentos impositivos pueden desempeñar en limitar las actividades económicas; y una sobre estimación del impacto negativo en términos de la competencia con el sector privado.    

La Importancia de Permitir que las ONGs Realicen Actividades Económicas:  

Se permite que las ONGs realicen actividades que generan ingresos para mantener sus propósitos no lucrativos en toda Europa y los Estados Unidos, así como en muchos países de Latinoamérica, lo que incluye a Argentina, Brasil, Chile, Ecuador y México. El ingreso de actividades económicas es una fuente importante de financiamiento para las ONGs, en particular en los países en los que la filantropía privada no se ha desarrollado hasta el punto en el que es suficiente para apoyar las actividades del sector no gubernamental. De hecho, la investigación realizada por el Proyecto Comparativo para el Sector Sin Fines de Lucro de Johns Hopkins (Johns Hopkins Comparative Nonprofit Sector Project) demuestra que el sector de las ONGs en 22 de los 34 países estudiados en el proyecto obtuvo más del 50% de su apoyo de cargos por bienes y servicios proporcionados.
 En los cinco países latinoamericanos estudiados en el proyecto (Argentina, Brasil, Colombia, México y Perú), el promedio, 74%, es aún mayor.
  Por lo tanto, las ONGs no solo obtienen financiamiento de las actividades económicas, sino que también dependen en gran grado de actividades generadoras de ingresos para su subsistencia.  

Limitaciones para las Actividades Económicas Permisibles:

En el nivel más básico, la capacidad de las ONGs de actuar como empresas comerciales está limitadas por las leyes, las que generalmente exigen que las ONGs estén organizadas y operen como organizaciones sin fines de lucro, de la manera que la ley las define. Sin embargo, la mayoría de los países imponen restricciones adicionales. Por ejemplo, una ley de ONGs puede específicamente estipular que el propósito de dichas actividades debe ser el de apoyar las metas establecidas en los estatutos de la organización. Este es el enfoque adoptado en el Artículo 14 e) del proyecto de ley Hondureña de ONGs que trata de las fuentes permisibles de ingresos de una ONG. Las otras leyes requieren que la actividad económica sea “incidental” o accesoria al propósito principal de la ONG y que esté “relacionada” o se conforme con las metas y actividades de sus estatutos. El Artículo 17 del proyecto de ley Hondureña de ONGs utiliza este concepto de “incidental” o “accesorio” cuando se refiere a la capacidad de una ONG de realizar transacciones de cualquier naturaleza, lo que incluye inversiones en acciones y títulos valores.  Estos requisitos buscan garantizar que la actividad económica no sea llevada a cabo por ella en si.  Finalmente, todas las leyes de ONGs ordenan que las organizaciones cumplan con la restricción de no distribución. Por lo tanto, ninguna parte del ingreso de la organización, lo que incluye a las ganancias de actividades económicas, pueden ser distribuidas para el beneficio privado de ninguna persona.  

Las leyes que permiten que las ONGs realicen actividades económicas son distintas de las reglas relacionadas con tributación sobre los ingresos de dichas actividades. La mayoría de los países permiten ampliamente que las ONGs realicen actividades económicas, pero luego utilizan a las leyes tributarias para equilibrar los beneficios de permitir las actividades económicas con la necesidad de algunas restricciones sobre dichas actividades. En otras palabras, las leyes tributarias garantizan que las ONGs no realicen actividades económicas al grado que se conviertan esencialmente en empresas comerciales.    

La mayoría de los países que permiten que las ONGs realicen actividades económicas otorgan exenciones impositivas por lo menos a algo del ingreso ganado por dichas actividades. Las limitaciones para las exenciones impositivas sobre los ingresos por actividades económicas son apropiadas para evitar que las ONGs sean utilizadas para realizar negocios comerciales, y aún así fomentan el desarrollo del sector y, en algunos casos, la supervivencia. Por lo tanto, la mayoría de los países restringen la disponibilidad de una exención a los ingresos por actividades económicas ya sea que estén relacionadas con o utilizadas para apoyar los fines sin lucro. Como nosotros lo entendemos, la ley tributaria Hondureña existente tiene una provisión de esta naturaleza instituida.  El Artículo 49 de la Ley Hondureña de Equidad Tributaria establece en su parte pertinente que “Sin prejuicio de lo establecido en el literal b) del Artículo 7 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta las Organizaciones Privadas sin fines de lucro (OPD), Organizaciones No Gubernamentales (ONG) y las Organizaciones Privadas de Desarrollo Financieras (OPDF) por los ingresos que perciban en sus actividades comerciales de bienes y servicios, exceptuándose las que destinen totalmente dichos fondos a obras de beneficencia, salud y educación.  …. Asimismo, están obligados al pago del Impuesto Sobre Venta, las entidades u organizaciones mencionadas en el párrafo anterior, por los bienes y servicios que adquieren, con las excepciones indicadas.”  

Competencia Injusta: 
Reconocemos que, por lo menos en teoría, las actividades económicas realizadas por ONGs pueden presentar temas de competencia injusta con los negocios privados.  Sin embargo, no es “injusto” que una ONG entre en la misma línea de negocios que una empresa comercial – eso es simplemente competencia y debería fomentarse en una economía de mercado. Los reclamos de injusticia surgen generalmente cuando las ONGs no están sujetas a impuestos sobre las rentas de sus actividades económicas, y por lo tanto pueden producir bienes y servicios a menor costo que sus competidores. 
La experiencia ha demostrado que las preocupaciones por la competencia injusta entre las ONGs y las pequeñas empresas son mayormente injustificadas.  En primer lugar, a menudo las pequeñas empresas pueden evitar los impuestos sobre las ganancias por medios que no están a disponibilidad de las ONGs – mediante altos salarios, oficinas costosas, y así sucesivamente.  (De hecho, varios países han abolido sus impuestos sobre las ganancias a pequeñas empresas debido a la incapacidad de éstas de realizar sus cobros). Por lo tanto, las pequeñas empresas podrían no tener que pagar más impuestos que las ONGs que están formalmente exentas de la tributación.    
Además, al dar a las ONGs una ventaja competitiva en ciertos campos – la provisión de servicios sociales, por ejemplo, sirve al bien público.  Las ONGs podrían ser capaces de brindar los servicios necesarios por menos y de mayor calidad puesto que se pueden tomar las decisiones sin la motivación del margen de ganancias. Por este motivo, en muchos países se otorga a las ONGs involucradas en servicios de beneficio público exenciones tributarias a sus actividades económicas, mientras que a otras no. 

Por supuesto, someter a tributación a una porción de las rentas por actividades económicas de las ONGs es un medio viable para responder a las persistentes preocupaciones sobre la competencia con las pequeñas empresas. Como habrán podido notar, la mayoría de los países cobran impuestos sobre alguna porción de las rentas por actividades económicas de las ONGs.  

Recomendación:  

Creemos que los enfoques descritos anteriormente garantizan efectivamente que la actividad económica sirva y apoye, en vez de convertirse en el propósito principal de una organización no gubernamental. Puesto que los Artículos 14 y 17 del proyecto de ley Hondureña de ONGs actualmente incorporan las limitaciones apropiadas para las actividades económicas de las ONGs y existen limitaciones adicionales en la ley tributaria Hondureña, creemos que son apropiadas las referencias del proyecto de ley de ONGs a la capacidad de las ONGs de realizar una amplia gama de actividades económicas.  Será un placer para ICNL proporcionar información adicional sobre el tema si ésta fuera de utilidad.  

� Ver www. jhu.edu/~cnp/research.html [18 de octubre, 2000].  El Proyecto ha publicado información actualizada es su sitio Web respecto a las fuentes de sus ingresos por país. 


� Los porcentajes individuales por país son los siguientes: Argentina, 73.1%; Brasil, 73.8%; Colombia, 70.2%; México, 85.2%; y Perú, 67.8%.   
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